
TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 06 de julio de 2018 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 

h
ttp

://ju
ris

ta
d
e

lfu
tu

ro
.o

rg
  h

tt
p
:/
/j
u
ri

s
ta

d
e

lf
u
tu

ro
.o

rg
  

Época: Décima Época  
Registro: 2017395  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 06 de julio de 2018 10:13 h  
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VACACIONES Y PRIMA VACACIONAL. LOS TRABAJADORES BUROCRÁTICOS NO TIENEN 
DERECHO A SU PAGO PROPORCIONAL CUANDO LABOREN POR UN PERIODO MENOR AL QUE 
EXIGE LA LEY PARA ADQUIRIR DICHAS PRESTACIONES, AL NO SER APLICABLE 
SUPLETORIAMENTE EL ARTÍCULO 79 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO (LEGISLACIONES 
BUROCRÁTICAS FEDERAL Y DEL ESTADO DE VERACRUZ). 
 
De acuerdo con los artículos 30 y 40 de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, así 
como 53 y 54 de la Ley Número 364 Estatal del Servicio Civil de Veracruz, los trabajadores burocráticos 
tendrán derecho a disfrutar de vacaciones, así como a recibir el pago de la prima correspondiente, 
siempre que hayan prestado más de 6 meses de servicios continuos; en ese sentido, carecen de este 
derecho aquellos cuya relación de trabajo concluya antes de que transcurra el periodo señalado. En 
consecuencia, el artículo 79 de la Ley Federal del Trabajo, no es aplicable supletoriamente para 
reconocer el derecho a recibir el pago proporcional de vacaciones y prima vacacional cuando los 
trabajadores no cumplan con el requisito de la temporalidad fijada, pues la circunstancia de que los 
legisladores federal y local establecieran como requisito para adquirir estas prestaciones cumplir con un 
periodo mínimo de servicios, sin reconocer su pago proporcional a aquellos empleados que laboren por 
un lapso inferior, refleja su voluntad de condicionar la procedencia de estas prestaciones, por lo que su 
aplicación supletoria implicaría regular una cuestión jurídica que no fue intención del legislador prever, 
al extender una prestación que está sujeta al cumplimiento de determinado requisito. 
 
SEGUNDA SALA 
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UNIVERSIDADES PRIVADAS. CUANDO REALIZAN ACTOS RELACIONADOS CON LA 
INSCRIPCIÓN O INGRESO, EVALUACIÓN, PERMANENCIA O DISCIPLINA DE SUS ALUMNOS, NO 
TIENEN EL CARÁCTER DE AUTORIDAD RESPONSABLE PARA EFECTOS DEL JUICIO DE 
AMPARO. 
 
El artículo 5o., fracción II, párrafo segundo, de la Ley de Amparo prevé que para efectos de esa ley, los 
particulares tendrán la calidad de autoridad responsable cuando realicen actos equivalentes a los de 
autoridad, que afecten derechos en los términos de esa fracción y cuyas funciones estén determinadas 
por una norma general. Ahora bien, el hecho de que una universidad privada realice actos relacionados 
con la inscripción o ingreso, evaluación, permanencia o disciplina de sus alumnos, con motivo de la 
aplicación de la normativa interna, no conlleva que se constituya en un particular que realiza actos de 
autoridad para efectos del juicio de amparo (por más que el estudiante pueda considerar que afecta sus 
derechos), ya que la relación entre las universidades particulares y sus educandos tiene su origen en 
una disposición integrada al orden privado y no constituye un acto unilateral, sino de coordinación, 
atendiendo a que aquéllas tienen como objeto prestar servicios educativos en los niveles medio superior 
y superior y actúan con base en su normativa interna, que obliga únicamente a quienes por voluntad 
propia deciden adquirir el carácter de alumnos y tienen conocimiento de que ante el incumplimiento de 
lo acordado en la relación contractual, pueden tomarse las medidas disciplinarias correspondientes, las 
que no constituyen un acto de autoridad para efectos del juicio de amparo. 
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Registro: 2017392  
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Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
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Materia(s): (Constitucional, Laboral)  
Tesis: PC.XV. J/32 L (10a.)  
 
TITULARES DE LOS ÓRGANOS AUXILIARES DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE BAJA 
CALIFORNIA. NO PUEDEN SER REMOVIDOS LIBREMENTE DE SU EMPLEO CON FUNDAMENTO 
EN EL ARTÍCULO 168, FRACCIÓN XV, DE LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL LOCAL, 
AUN CUANDO FORMALMENTE SE LES DENOMINA TRABAJADORES "DE CONFIANZA". 
 
Si bien a los titulares de los órganos auxiliares del Poder Judicial del Estado de Baja California se les 
denomina de manera formal como trabajadores de "confianza" y para regular sus relaciones laborales 
con el Estado se rigen por la Ley del Servicio Civil de los Trabajadores al Servicio de los Poderes del 
Estado y Municipios de Baja California (anteriormente Ley del Servicio Civil de los Trabajadores al 
Servicio de los Poderes del Estado, Municipios e Instituciones Descentralizadas de Baja California), lo 
cierto es que para que pueda darse por terminada la relación laboral, debe atenderse a la Ley Orgánica 
del Poder Judicial del Estado, que es de aplicación especial (en atención al principio de aplicación de la 
ley particular sobre la general, denominado principio de especialidad), cuyo artículo 168, fracción XV, 
establece, entre otras, la atribución del Consejo de la Judicatura del Estado para nombrar a los titulares 
de los órganos auxiliares del Poder Judicial y removerlos por causa justificada; porción normativa que 
confiere a los titulares de los órganos auxiliares del Poder mencionado el derecho a no ser removidos 
libremente de sus empleos, concebido como la prerrogativa de la que goza un trabajador a no ser 
separado de su cargo hasta la terminación natural de la relación laboral, salvo que exista causa 
justificada. Al respecto importa destacar que ese derecho a la "no remoción libre" asiste únicamente a 
los titulares de las unidades administrativas del Poder Judicial listados en el artículo 175 de la Ley 
Orgánica referida. 
 
PLENO DEL DECIMOQUINTO CIRCUITO. 
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Tesis: 2a./J. 63/2018 (10a.)  
 
RECURSO DE RECLAMACIÓN. PROCEDE CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE DECRETE EL 
SOBRESEIMIENTO POR EL MAGISTRADO INSTRUCTOR PREVIO AL CIERRE DE LA 
INSTRUCCIÓN EN UN JUICIO DE NULIDAD TRAMITADO EN LA VÍA SUMARIA. 
 
Del artículo 58-8, primer párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, se 
advierte que prevé el supuesto jurídico del recurso de reclamación en el juicio de nulidad tramitado en la 
vía sumaria, ante la remisión expresa a los supuestos de procedencia y trámites de los recursos de 
reclamación referidos en los artículos 59 y 62 del ordenamiento citado, los cuales deberán interponerse 
en el plazo de 5 días siguientes a aquel en que surta efectos la notificación de la resolución del 
Magistrado Instructor, siendo una de esas hipótesis la resolución que decrete o niegue el 
sobreseimiento en el juicio antes del cierre de la instrucción. Bajo esa tesitura, si se toma en cuenta que 
existe una resolución que decreta el sobreseimiento en el juicio de nulidad tramitado en la vía sumaria 
por el Magistrado Instructor, entonces hay una determinación judicial que puede recurrirse vía recurso 
de reclamación, acorde con los artículos 58-8 y 59 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo, que rigen a la hipótesis jurídica en estudio, ello hasta en tanto no se modifique dicha 
determinación por virtud del medio de impugnación a que se alude, por lo cual, el promovente debe 
interponer el recurso de reclamación contra la resolución que decreta el sobreseimiento y no el juicio de 
amparo directo, ya que la normativa así lo requiere expresamente. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017375  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 06 de julio de 2018 10:13 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 2a./J. 74/2018 (10a.)  
 
RECURSO DE QUEJA. ES IMPROCEDENTE EL INTERPUESTO CONTRA LA RESOLUCIÓN DEL 
JUEZ DE DISTRITO QUE NIEGA VINCULAR A UNA DIVERSA AUTORIDAD DE LA RESPONSABLE 
AL CUMPLIMIENTO DE LA SENTENCIA DE AMPARO. 
 
Conforme al artículo 97, fracción I, inciso e), de la Ley de Amparo, en amparo indirecto, el recurso de 
queja procede contra las resoluciones que se dicten durante la tramitación del juicio, o del incidente de 
suspensión, que no admitan expresamente el recurso de revisión y que por su naturaleza trascendental 
y grave puedan causar perjuicio a alguna de las partes, no reparable en la sentencia definitiva, así como 
las que con las mismas características se emitan después de dictada la sentencia en la audiencia 
constitucional. Ahora bien, la resolución del Juez de Distrito que niega vincular a otras autoridades 
distintas a la responsable al cumplimiento de la sentencia de amparo, no causa daño o perjuicio al 
quejoso, ya que en caso de que sea necesario vincular a una autoridad posteriormente, esto podrá ser 
atendido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación o por el Tribunal Colegiado de Circuito al que 
corresponda revisar el trámite del cumplimiento de la sentencia. Máxime que el artículo 197 de la Ley de 
Amparo señala que todas las autoridades que tengan o deban tener intervención en el cumplimiento de 
la sentencia, están obligadas a realizar, dentro del ámbito de su competencia, los actos necesarios para 
su eficaz cumplimiento y, en caso de no hacerlo, estarán sujetas a las mismas responsabilidades. 
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PRUEBA PERICIAL MÉDICA EN EL PROCEDIMIENTO LABORAL. SU DESAHOGO INDEBIDO 
CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN PROCESAL, POR LO QUE EL EFECTO DE LA SENTENCIA QUE 
CONCEDE EL AMPARO ES QUE SE DEJE INSUBSISTENTE EL LAUDO, SE ORDENE LA 
REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO Y SE REQUIERA AL PERITO A FIN DE QUE ACREDITE 
ESTAR AUTORIZADO PARA DICTAMINAR, BAJO LA CONDICIÓN DE QUE BASTA CON QUE 
EXHIBA SU CÉDULA PROFESIONAL LEGALMENTE EXPEDIDA, PARA TENER POR 
DEMOSTRADO QUE SE ENCUENTRA AUTORIZADO PARA EL EJERCICIO DE LA PROFESIÓN. 
 
Conforme a los artículos 5o., 107, fracciones III, inciso a), V y VI y 123, apartado A, fracción XX, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 159, fracción III, de la Ley de Amparo; 821 a 
825 de la Ley Federal del Trabajo; 1o. y 2o. de la Ley Reglamentaria del Artículo 5o. Constitucional, 
relativo al Ejercicio de las Profesiones en el Distrito Federal, y segundo transitorio del decreto de 
reformas a esta última, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 2 de enero de 1974; y 78 y 79, 
primer párrafo, de la Ley General de Salud, en el procedimiento laboral los peritos en el campo de la 
medicina deberán acreditar estar autorizados conforme a la ley, en los términos del artículo 822 de la 
Ley Federal del Trabajo. Así, como ese deber legal es de cumplimiento inexcusable, dichos peritos 
deben exhibir la cédula profesional con que acrediten estar autorizados para el ejercicio de la profesión, 
independientemente de que pertenezcan a una institución de salud, como lo es el Instituto Mexicano del 
Seguro Social, pues lo anterior no los exime de cumplir con tal deber, pues si la Junta los admite sin 
que acrediten esa autorización para el ejercicio de la profesión, ello constituye una violación a las leyes 
procedimentales en términos del artículo 159, fracción III, de la Ley de Amparo. Ciertamente, el 
cumplimiento del deber legal de los peritos en el campo de la medicina consistente en que, 
invariablemente, acrediten estar autorizados conforme a la ley, constituye una formalidad de orden 
público e interés general y no de exclusivo interés para las partes que mira, en realidad, al 
esclarecimiento de la verdad, debiendo predominar la verdad material sobre el resultado formal. En tal 
virtud, cuando se omite el referido deber legal, procede la anulación del acto mediante el otorgamiento 
del amparo; sin embargo, en cuanto al efecto de la concesión del amparo, es preciso hacer una 
distinción en el sentido de que no se trata de un acto intrínseco y radicalmente inconstitucional, de 
manera que deba anularse sin que pueda reaparecer jamás, sino que por tratarse de una violación 
procesal, el amparo concedido debe tener como efecto que se ordene reponer el procedimiento a partir 
de la actuación contraria a la ley para que se requiera al perito a fin de que acredite estar autorizado 
para dictaminar en la materia en que lo hizo, bajo la condición de que basta con que exhiba su cédula 
profesional legalmente expedida, para tener por demostrado que se encuentra autorizado para el 
ejercicio de la profesión; y se acuerde lo que en derecho corresponda respecto a dicha probanza. 
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Registro: 2017367  
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Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
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Materia(s): (Penal)  
Tesis: 1a./J. 29/2018 (10a.)  
 
PRINCIPIO DE INMEDIACIÓN. EL JUEZ DE CONTROL QUE DICTE EL AUTO DE VINCULACIÓN A 
PROCESO DEBE SER EL MISMO QUE CONOCIÓ DE LA IMPUTACIÓN Y LA SOLICITUD DE 
VINCULACIÓN POR EL MINISTERIO PÚBLICO. 
 
El artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos contempla el principio de 
inmediación, el que comprende que toda audiencia se desarrollará en presencia del juez, sin que pueda 
delegar en ninguna persona el desahogo y la valoración de las pruebas. A través de este principio se 
pretende que el juez esté en contacto permanente con las partes durante el desarrollo de su 
intervención en cualquier audiencia, puesto que dicha máxima no tiene aplicación únicamente durante 
la etapa de enjuiciamiento, sino que debe regir en las audiencias preliminares al juicio. Por otra parte, el 
artículo 19 de la Constitución Federal, regula bajo la nueva lógica del proceso penal el denominado auto 
de vinculación a proceso, el que se sitúa en la llamada audiencia inicial, mediante la cual el juzgador 
establece que hay méritos para iniciar un proceso penal en contra del imputado, pues en él se 
expresará el delito que se le impute, el lugar, tiempo y circunstancias de ejecución, así como los datos 
que establezcan que se ha cometido un hecho que la ley señale como delito y que exista la probabilidad 
de que el imputado lo cometió o participó en su comisión. En ese tenor, el hecho de que la audiencia en 
la que el fiscal formuló la imputación y solicitó la vinculación a proceso, sea suspendida a solicitud del 
imputado cuando se acoja al plazo constitucional del artículo 19 constitucional, no justifica que en su 
continuación sea un juez distinto al que presenció la imputación y el ejercicio de motivación de los datos 
de prueba que realizó la fiscalía, quien resuelva la situación jurídica del imputado, porque si a través de 
sus sentidos el juzgador conoció la formulación de la imputación y los datos de prueba, no sería dable 
que sea un diverso juez quien resuelva la situación jurídica del imputado, ya que éste no percibió de 
viva voz las acciones u omisiones que se atribuyen, la declaración del imputado –en su caso– así como 
la referencia o recepción de los datos de prueba a cargo de la representación social, porque no estuvo 
en contacto directo con la fuente de la que emanaron. Además, la circunstancia de que sea un mismo 
juzgador el que conozca de la imputación, los datos de prueba y resuelva la vinculación, al tratarse de 
actos procesales íntimamente relacionados, implica transparentar la toma de decisiones, en la medida 
en que ese juez será quien conozca totalmente la información sobre la que tomará la determinación de 
vincular o no a proceso, lo que reducirá el riesgo del error judicial. Actuar en contrario, podría trastocar 
los principios de continuidad y concentración, pues el objetivo es que la audiencia inicial tenga una 
secuencia lógica y se verifique en el menor tiempo posible, a fin de que el resolutor, por el poco tiempo 
transcurrido, tenga presente la totalidad de los argumentos de las partes y los datos de prueba, porque 
serán precisamente éstos los que le sirvan para fundar y motivar adecuadamente su determinación. 
 
PRIMERA SALA 
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Registro: 2017360  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 06 de julio de 2018 10:13 h  
Materia(s): (Administrativa, Laboral)  
Tesis: PC.XXV. J/7 A (10a.)  
 
PENSIONES OTORGADAS POR EL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS 
TRABAJADORES DEL ESTADO. LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE NULIDAD CONTRA LA 
OMISIÓN DE ACTUALIZAR, DETERMINAR O CALCULAR SU MONTO CONFORME A LAS 
DISPOSICIONES APLICABLES, ASÍ COMO DE LAS PRESTACIONES DENOMINADAS BONO DE 
DESPENSA Y PREVISIÓN SOCIAL MÚLTIPLE, ESTÁ CONDICIONADA A UNA RESOLUCIÓN 
DEFINITIVA DE LA AUTORIDAD COMPETENTE QUE REVELE QUE SE TRATA DEL PRODUCTO 
FINAL O DE SU ÚLTIMA VOLUNTAD. 
 
Los artículos 2o. de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo y 14 de la Ley 
Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa abrogada (de igual contenido al actual 
numeral 3 de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa) establecen que la acción 
contenciosa administrativa, aun cuando sólo requiere la afectación de un interés, no constituye una 
potestad procesal contra todo acto de la administración pública, al tratarse de un mecanismo de 
jurisdicción restringido donde la procedencia de la vía está condicionada a que los actos administrativos 
constituyan resoluciones definitivas, y que se encuentren mencionados dentro de las hipótesis de 
procedencia que prevé el dispositivo de la ley orgánica referida. Así, el concepto de resoluciones 
definitivas pondera, además de su atacabilidad a través de recursos ordinarios en sede administrativa, 
su naturaleza, la cual debe constituir el producto final de la manifestación de la voluntad de la autoridad 
administrativa. Bajo ese tenor, cuando con motivo del pago de pensiones en la demanda respectiva se 
impugne un acto denominado como la "omisión" consistente en: a) la actualización, determinación y 
cálculo de los incrementos a la pensión conforme a lo establecido en la legislación aplicable, o b) la 
actualización, determinación y cálculo de las prestaciones adicionales a dicha pensión, consistentes en 
el bono de despensa y previsión social múltiple, necesariamente la procedencia del juicio de nulidad 
estará condicionada a que exista una resolución de la autoridad que resulte legalmente competente, 
que tenga el carácter de definitiva y que, por lo mismo, revele que se trata del producto final o de su 
última voluntad. Lo anterior se concluye de esa forma, porque los actos impugnados en esos términos 
no son definitivos para efectos del juicio de nulidad, precisamente porque no poseen la característica 
exigida por la ley y su interpretación, según lo expuesto, al no combatirse en realidad el producto final 
de la manifestación expresa de la autoridad administrativa, o su última resolución para poner fin a un 
procedimiento, ni tratarse de una manifestación aislada que refleje su voluntad definitiva. Lo anterior, en 
el entendido de que el pago periódico de la pensión y de las prestaciones citadas en los términos en 
que lo hace el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, no constituye 
una resolución definitiva para la procedencia del juicio de nulidad, en tanto que dicha actividad se lleva 
a cabo para satisfacer un interés general, aunque en concreto de los jubilados y, por ende, no se dirige 
a una persona en particular; sin que sea factible que la procedencia del juicio contencioso se vincule o 
se haga depender de la forma en que el órgano jurisdiccional aprecie el acto impugnado por su 
clasificación o por la percepción que se tenga de él, pues para efecto de la procedencia del juicio debe 
atenderse a que se trate de una resolución definitiva conforme al artículo 14 mencionado. 
 
PLENO DEL VIGÉSIMO QUINTO CIRCUITO. 
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PENSIONES A CARGO DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL. EL ARTÍCULO 273, 
FRACCIÓN I, INCISO A), DE LA DEROGADA LEY DEL SEGURO SOCIAL, LO OBLIGA A PAGAR 
LAS DIFERENCIAS RESPECTIVAS DESDE LA FECHA EN QUE OTORGÓ ESA PRESTACIÓN, 
SIEMPRE Y CUANDO LE SEA IMPUTABLE EL ERROR ARITMÉTICO EN SU CUANTIFICACIÓN Y 
NO PROVENGA DE DATOS INCORRECTOS PROPORCIONADOS POR EL PATRÓN. 
 
La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 2a./J. 23/2017 
(10a.), de título y subtítulo: "PENSIONES Y JUBILACIONES. LA ACCIÓN PARA DEMANDAR EL 
PAGO DE SUS DIFERENCIAS VENCIDAS ESTÁ SUJETA A LA PRESCRIPCIÓN."; sostuvo que la 
prescripción opera, en términos de la legislación relativa, respecto de los montos vencidos de 
diferencias en el pago de pensiones que correspondan a cantidades generadas en un momento 
determinado y no cobradas cuando fueron exigibles. Ahora bien, dicha jurisprudencia –cuyo contenido 
reitera la Segunda Sala– no resulta aplicable en aquellos asuntos en los que los pensionados que ya 
gocen de una pensión demuestren fehacientemente que, por errores del Instituto Mexicano del Seguro 
Social, han recibido una cantidad menor a la que tenían derecho, supuesto en el cual deberá 
retrotraerse el pago completo que les correspondía al momento en que dicho organismo se equivocó en 
la cuantificación de esa prestación. En efecto, para el supuesto descrito existe un procedimiento 
especial regulado en el artículo 273, fracción I, inciso a), de la derogada Ley del Seguro Social, el cual 
establece que cuando una pensión u otra prestación en dinero se haya concedido por error que afecte a 
su cuantía o a sus condiciones, la modificación que se haga entrará en vigor desde la fecha de la 
vigencia de la prestación, siempre y cuando se acredite fehacientemente que fue el propio Instituto 
quien incorrectamente la hubiese cuantificado, decisión legislativa que expresamente señala que los 
equívocos en la liquidación de las pensiones no imputables al asegurado o a sus beneficiarios tienen un 
tratamiento especial en la ley cuando provengan de errores probados y atribuibles a ese organismo. 
Caso distinto ocurre cuando el interesado demanda el pago de una pensión de la cual aún no gozaba, o 
bien, cuando disfrutando de ella no demuestre que el pago incompleto que reclame proviene de errores 
del Instituto mencionado, toda vez que en ambos casos sí opera la figura de la prescripción conforme a 
la jurisprudencia citada en primer término. Conviene precisar que en estos casos el tipo de error al que 
se refiere la norma en cuestión, es de aquellos que tienen una naturaleza estrictamente aritmética, y 
cuyo origen sea por completo ajeno a posibles datos equivocados que hubiera proporcionado el patrón, 
pues tratándose de supuestos errores en los conceptos que integran la pensión o de aparentes 
inexactitudes en la información patronal ofrecida, la controversia deberá ventilarse ante los tribunales 
laborales respectivos, sin prescindir de la figura de la prescripción que, en su caso, hubiera operado. 
 
SEGUNDA SALA 
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DEFINITIVIDAD. SE ACTUALIZA UNA EXCEPCIÓN A ESE PRINCIPIO RESPECTO DE LA LEY DE 
LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE COLIMA, AL PREVER UN PLAZO MAYOR 
AL ESTABLECIDO EN LA LEY DE AMPARO PARA EL OTORGAMIENTO DE LA SUSPENSIÓN 
PROVISIONAL. 
 
El artículo 107, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece como 
excepción al principio de definitividad, la relativa a que no es necesario agotar el juicio, recurso o medio 
de defensa legalmente previsto cuando en éste se establezca un plazo mayor al contenido en la Ley de 
Amparo para el otorgamiento de la suspensión provisional, independientemente de que el acto en sí 
mismo considerado sea o no susceptible de suspenderse. Ahora bien, de los artículos 112 y 139 de la 
ley de la materia, se advierte que en el juicio de amparo se fija el plazo de 24 horas para que el Juez de 
Distrito se pronuncie sobre la suspensión provisional; en contraste, de los artículos 41, 42 y 113, 
fracción I, de la Ley de lo Contencioso Administrativo del Estado de Colima, y 89 del Código de 
Procedimientos Civiles para esa entidad, de aplicación supletoria a aquélla, deriva que el plazo para el 
otorgamiento de la suspensión en el juicio contencioso administrativo es de 3 días, contados a partir de 
la fecha en que la demanda o el escrito relativo hubiera sido presentado. Consecuentemente, como la 
ley local establece un plazo mayor para el otorgamiento de la suspensión de los actos reclamados que 
el contenido en la Ley de Amparo, se actualiza una excepción al principio de definitividad que permite al 
particular acudir al juicio de amparo indirecto sin agotar previamente el juicio contencioso administrativo. 
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CARPETA DE INVESTIGACIÓN. SI EL ACTO RECLAMADO LO CONSTITUYE LA NEGATIVA DEL 
MINISTERIO PÚBLICO A UNA SOLICITUD DE INTERVENCIÓN DENTRO DE ELLA, NO SE 
ACTUALIZA UNA CAUSA NOTORIA Y MANIFIESTA DE IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE 
AMPARO QUE DÉ LUGAR AL DESECHAMIENTO DE PLANO DE LA DEMANDA. 
 
En términos de los artículos 7, 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 9, 
numerales 1 y 4, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que en esencia establecen que 
nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las causas y en las condiciones señaladas por 
las Constituciones Políticas o por las leyes dictadas conforme a ellas, así como las garantías judiciales y 
protección judicial de que goza toda persona; y, atento al principio pro persona, la negativa del 
Ministerio Público a una solicitud de intervención dentro de la carpeta de investigación en la etapa de 
investigación inicial desformalizada, podría dar lugar a que se contravengan los derechos de defensa 
adecuada y debido proceso, los cuales son de especial atención; prerrogativas que, como lo ha 
señalado la Corte Interamericana de Derechos Humanos, deben ejercerse desde que se señala a una 
persona como posible autor o partícipe de un hecho punible, y sólo culmina cuando finaliza el proceso, 
incluyendo, en su caso, la etapa de ejecución de la pena; aspectos que no pueden ser motivo de 
análisis en el auto inicial del juicio de amparo, con la sola lectura de la demanda, sino que se requiere 
de otros elementos, como los que, en su caso, aporte el quejoso, o bien, las autoridades responsables 
al rendir su informe justificado, de los que se constate objetivamente cómo es que realmente aparecen 
probados los actos reclamados; de ahí que sea improcedente determinar, en este estadio procesal, que 
se actualiza de manera notoria y manifiesta una causa de improcedencia del juicio de amparo, como lo 
exige el artículo 113 de la Ley de Amparo, que dé lugar al desechamiento de plano de la demanda. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO TERCER 
CIRCUITO. 
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COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS RECURSOS INTERPUESTOS CONTRA LAS 
RESOLUCIONES DICTADAS EN EL JUICIO PRINCIPAL O EN LOS INCIDENTES DE SUSPENSIÓN, 
EN LAS QUE EL ACTO RECLAMADO SE RELACIONE CON LAS CONVOCATORIAS A 
SUBROGATARIOS QUE PRESTAN SERVICIO EN LAS RUTAS ASIGNADAS AL ORGANISMO 
PÚBLICO DESCENTRALIZADO SISTEMA DE TRANSPORTE COLECTIVO DE LA ZONA 
METROPOLITANA, A FORMAR PARTE DEL "SISTEMA INTEGRADO DE TRANSPORTE PÚBLICO 
EN EL ÁREA METROPOLITANA DE GUADALAJARA, JALISCO". CORRESPONDE A LOS 
TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA. 
 
La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis 2a./J. 84/2016 (10a.), 
estableció que para que se actualice la competencia de un Tribunal Colegiado de Circuito en Materia 
Administrativa Especializado en Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones, se 
requiere que el acto se vincule con aspectos relacionados con el uso, aprovechamiento y explotación 
del espectro radioeléctrico, con las redes y con la prestación de los servicios de radiodifusión y 
telecomunicaciones, con la libre competencia y concurrencia, y con actos relacionados con la 
prevención, investigación y combate de monopolios y prácticas monopólicas, concentraciones y demás 
restricciones al funcionamiento eficiente de los mercados. En ese tenor, la competencia para conocer 
de los recursos interpuestos contra las resoluciones dictadas en el juicio principal o en el incidente de 
suspensión en las que el acto reclamado lo constituye la convocatoria citada, corresponde a los 
Tribunales Colegiados de Circuito en Materia Administrativa, ya que la litis de esos recursos, vinculada 
al fondo del asunto o a si se sigue perjuicio al interés social o se contravienen disposiciones de orden 
público, no se relaciona con las facultades conferidas constitucional y legalmente a los Tribunales 
Colegiados de Circuito Especializados en Competencia Económica, Radiodifusión y 
Telecomunicaciones, pues el acto reclamado no deriva de esas actividades, y no fue emitido por la 
Comisión Federal de Competencia Económica o por el Instituto Federal de Telecomunicaciones, sino 
por una autoridad administrativa estatal en aplicación de la legislación local en materia de movilidad y 
transporte colectivo del Estado de Jalisco. 
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ATENCIÓN MÉDICA ADECUADA A LOS INTERNOS EN UN CENTRO DE RECLUSIÓN. SI CONTRA 
LA NEGATIVA DE LAS AUTORIDADES PENITENCIARIAS A PROPORCIONARLA SE PROMUEVE 
EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO, NO SE ACTUALIZA LA CAUSA MANIFIESTA E INDUDABLE 
DE IMPROCEDENCIA, PREVISTA EN EL ARTÍCULO 61, FRACCIÓN XX, DE LA LEY DE LA 
MATERIA. 
 
Cuando en el juicio de amparo indirecto se reclama a las autoridades de un centro de reclusión la 
negativa de proporcionar al interno atención médica adecuada, no se actualiza de manera manifiesta e 
indudable la causal de improcedencia prevista en la fracción XX del artículo 61 de la Ley de Amparo 
(definitividad), ya que si bien contra el acto reclamado, la Ley Nacional de Ejecución Penal establece la 
posibilidad de promover un procedimiento administrativo y recursos con control judicial, por virtud de los 
cuales esos actos pueden ser revocados, modificados o nulificados, lo cierto es que ese acto reclamado 
podría implicar una violación directa del derecho fundamental a la salud, previsto en el artículo 4o., 
párrafo cuarto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lo cual provocaría una 
franca violación a ésta, lo que se traducirá en una excepción al principio de definitividad, que no es 
posible determinar en el auto inicial dictado en el juicio de amparo. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO CUARTO CIRCUITO. 
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ÓRGANOS JURISDICCIONALES EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADOS EN 
COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON RESIDENCIA 
EN LA CIUDAD DE MÉXICO Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. SON COMPETENTES 
PARA CONOCER DE LOS JUICIOS DE AMPARO O SUS RECURSOS PROMOVIDOS CONTRA EL 
ACUERDO DE LA COMISIÓN REGULADORA DE ENERGÍA NÚMERO A/051/2016. 
 
La reforma constitucional en materia de energía contenida en el decreto publicado en el Diario Oficial de 
la Federación el 20 de diciembre de 2013 y la legislación que de ésta derivó tienen, entre otros 
objetivos, crear las condiciones que propicien el desarrollo eficiente y competitivo de los mercados en 
ese sector. Por tanto, de los juicios de amparo o sus recursos promovidos contra el Acuerdo de la 
Comisión Reguladora de Energía que establece los formatos y medios para reportar la información 
referida en el artículo 25 de la Ley de Ingresos de la Federación para el ejercicio fiscal de 2017, 
aplicable a los permisionarios de distribución, comercialización y expendio al público de gas licuado de 
petróleo y propano, identificado con el número A/051/2016, publicado en el medio de difusión oficial 
indicado el 30 de noviembre de 2016, deben conocer los órganos jurisdiccionales especializados en 
competencia económica, porque si bien contiene los formatos y medios para reportar la información de 
los precios de venta al público y a distribuidores de gas licuado de petróleo y de propano, así como de 
los volúmenes comprados y vendidos, también lo es que esa información, al tratarse de precios, incide 
en el derecho de la competencia económica, pues la información recabada servirá, dependiendo de la 
evolución de los mercados, para establecer o no regulación de precios, incluso de precios máximos, 
cuando no existan condiciones de competencia efectiva. Cabe agregar que este criterio no implica que 
deje de tener aplicación el Acuerdo General 2/2017 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, 
relativo al trámite, resolución y cumplimiento de los juicios de amparo en los que, entre otros, se señale 
como acto reclamado la Ley de Ingresos de la Federación para el ejercicio fiscal 2017; la Ley de 
Hidrocarburos; el Acuerdo que establece el precio máximo de la gasolina, y el Acuerdo que establece el 
cronograma de flexibilización de precios de gasolinas y diésel, previsto en el artículo décimo segundo 
transitorio de la Ley de Ingresos en mención, por parte de los Juzgados Primero y Segundo de Distrito 
del Centro Auxiliar de la Primera Región, con residencia en la Ciudad de México, publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el 21 de febrero de 2017. 
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ÓRGANOS JURISDICCIONALES EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADOS EN 
COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON RESIDENCIA 
EN LA CIUDAD DE MÉXICO Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. SON COMPETENTES 
PARA CONOCER DE LOS JUICIOS DE AMPARO O SUS RECURSOS PROMOVIDOS CONTRA LA 
RESOLUCIÓN POR LA QUE LA COMISIÓN REGULADORA DE ENERGÍA EXPIDE LA 
METODOLOGÍA PARA LA DETERMINACIÓN DE LOS PRECIOS MÁXIMOS DE GAS NATURAL 
OBJETO DE VENTA DE PRIMERA MANO, IDENTIFICADA CON EL NÚMERO RES/998/2015. 
 
La reforma constitucional en materia de energía contenida en el decreto publicado en el Diario Oficial de 
la Federación el 20 de diciembre de 2013 y la legislación que de ésta derivó tienen, entre otros 
objetivos, crear las condiciones que propicien el desarrollo eficiente y competitivo de los mercados en 
ese sector. En consecuencia, de los juicios de amparo o sus recursos promovidos contra la resolución 
por la que la Comisión Reguladora de Energía expide la metodología para la determinación de los 
precios máximos de gas natural objeto de venta de primera mano, identificada con el número 
RES/998/2015, publicada en el medio de difusión oficial indicado el 15 de febrero de 2016, deben 
conocer los órganos jurisdiccionales especializados en competencia económica, pues contiene una 
regulación de carácter asimétrico que es la forma en la que se pretende asegurar una competencia 
efectiva en el mercado del gas natural, la cual debe prevalecer hasta en tanto se logra una mayor 
participación de los agentes económicos que propicien el desarrollo eficiente y competitivo de ese 
mercado; máxime que el sector energético es de interés general y prioritario para el Estado Mexicano. 
Cabe agregar que este criterio no implica que deje de tener aplicación el Acuerdo General 2/2017 del 
Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo al trámite, resolución y cumplimiento de los juicios 
de amparo en los que, entre otros, se señale como acto reclamado la Ley de Ingresos de la Federación 
para el ejercicio fiscal 2017; la Ley de Hidrocarburos; el Acuerdo que establece el precio máximo de la 
gasolina, y el Acuerdo que establece el cronograma de flexibilización de precios de gasolinas y diésel, 
previsto en el artículo décimo segundo transitorio de la Ley de Ingresos en mención, por parte de los 
Juzgados Primero y Segundo de Distrito del Centro Auxiliar de la Primera Región, con residencia en la 
Ciudad de México, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 21 de febrero de 2017. 
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ÓRGANOS JURISDICCIONALES EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADOS EN 
COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON RESIDENCIA 
EN LA CIUDAD DE MÉXICO Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. SON COMPETENTES 
PARA CONOCER DE LOS JUICIOS DE AMPARO O SUS RECURSOS CUANDO LOS ACTOS 
RECLAMADOS TENGAN COMO OBJETIVO CREAR CONDICIONES DE LIBRE COMPETENCIA Y 
CONCURRENCIA EN EL MERCADO DE LOS PETROLÍFEROS, COMO LO SON LA 
DETERMINACIÓN DE LOS PRECIOS DE LAS GASOLINAS Y EL DIÉSEL. 
 
El Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, en Materia de Energía, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 20 
de diciembre de 2013, y la legislación ordinaria derivada de éste provocaron el establecimiento de un 
modelo constitucional y legal que reconoce la participación de terceros en actos posteriores a la 
exploración y extracción del petróleo y de los demás hidrocarburos; por ello, esa reforma tiene, entre 
otros objetivos, crear las condiciones adecuadas para un mercado abierto y competitivo de 
combustibles, mediante un orden jurídico que busca fomentar la libre competencia y concurrencia en la 
comercialización y expendio al público de las gasolinas y el diésel. Por tanto, de los juicios de amparo o 
sus recursos en los que se reclamen actos de autoridad relativos a la determinación de precios 
máximos al público de las gasolinas y el diésel, deberán conocer los órganos jurisdiccionales 
especializados en competencia económica, ya que esos actos tienen como finalidad fomentar la libre 
competencia y concurrencia en ese sector, con independencia del carácter formal de la autoridad 
administrativa que los haya emitido, en virtud de que forman parte de toda una política de competencia 
tendente a lograr una mayor participación de los agentes económicos en ese mercado. Cabe agregar 
que este criterio no implica que deje de tener aplicación el Acuerdo General 2/2017 del Pleno del 
Consejo de la Judicatura Federal, relativo al trámite, resolución y cumplimiento de los juicios de amparo 
en los que, entre otros, se señale como acto reclamado la Ley de Ingresos de la Federación para el 
ejercicio fiscal 2017; la Ley de Hidrocarburos; el Acuerdo que establece el precio máximo de la gasolina, 
y el Acuerdo que establece el cronograma de flexibilización de precios de gasolinas y diésel, previsto en 
el artículo décimo segundo transitorio de la Ley de Ingresos en mención, por parte de los Juzgados 
Primero y Segundo de Distrito del Centro Auxiliar de la Primera Región, con residencia en la Ciudad de 
México, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 21 de febrero de 2017. 
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